
Más de 300 recomendaciones a México por crisis en
derechos humanos

Por: Jeny Pascacio. 03/11/2024

El Colectivo EPU Mx llamó a las autoridades en Chiapas, sur de México, a priorizar
la implementación de recomendaciones en materia de desaparición forzada,
militarización, desplazamiento forzado, movilidad humana y violencia contra
defensores de derechos humanos y periodistas, que fueron dirigidas a México en
el Examen Periódico Universal (EPU).

El EPU es un mecanismo del Consejo de Derechos Humanos de la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) para revisar el desempeño de los países en la
implementación de sus compromisos internacionales en derechos humanos, en el
caso de México a cada cuatro años y medio. 

En julio de este 2024, se emitieron 318 recomendaciones del EPU, realizadas por
115 países, de las cuales México aceptó 304 y “tomó nota” de 14. Este número es
mayor al pasado EPU (2019), donde se emitieron 264 sugerencias.

Para Mario Andrés Hurtado, representante del Espacio Organizaciones de la
Sociedad Civil, esto puede tener distintas interpretaciones como la inclusión de
temas como el desplazamiento forzado, que hasta el 2019 el Estado mexicano lo
adoptó como un problema público. 

Hurtado fue parte del conversatorio titulado “Implementación de las
Recomendaciones Internacionales en Materia de Derechos Humanos del Examen
Periódico Universal en Chiapas: Retos y Oportunidades a Nivel Estatal”, llevado a
San Cristóbal de Las Casas por el Colectivo EPU Mx. 

Este colectivo está integrado por 300 organizaciones nacionales e internacionales
que presentaron informes en el marco del 4o Examen Periódico Universal de México
(EPU), para dar un amplio diagnóstico sobre la situación general de derechos
humanos en el país, mismos que detallaron el contexto de Chiapas debido a la
violencia por enfrentamientos entre cárteles del crimen organizado. 
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Chiapas, sin registros oficiales de personas desplazadas 

El desplazamiento forzado interno es un problema grave en México. Cada año miles
de personas se ven obligadas a dejar sus hogares a consecuencia de la violencia,
los desastres naturales, desalojos forzados o explotación de los recursos. 

Sin embargo no existe desde el Estado mexicano un compromiso por diagnosticar
adecuadamente la situación, mencionó Mario Ortega, integrante del Centro de
Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (Frayba). “Lo que incluye que a la
fecha no existen registros oficiales sobre el número de víctimas del desplazamiento
forzado en nuestro país”.

Los números que en la actualidad se manejan son estimaciones de la sociedad civil
y la academia. Por mencionar el Centro de Monitoreo de Desplazamiento Interno
estima que en México se han desplazado 392,000 personas entre 2008 y 2023 por
situaciones de violencia. 
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En 2021, miles de personas en la región de los Altos de Chiapas se vieron obligadas 
a desplazarse forzadamente de sus comunidades debido a la violencia de grupos 
civiles armados. Foto: Frayba

“Con preocupación observamos que el común en los casos de desplazamiento es la
inacción estatal para prevenir y proporcionar atención humanitaria y reparar a las
víctimas”.

Para las organizaciones, los deberes del Estado no deberían estar en duda, pues el
desplazamiento forzado interno vulnera una gran esfera de derechos, entre ellos la
libre circulación, la vivienda, el libre desarrollo, la seguridad, la alimentación y un
largo etcétera.

Incluso la Ley General de Víctimas estipula derechos específicos y prioridades de
atención en las personas desplazadas internas como el acceso a medidas de ayuda
inmediata, alojamiento, alimentación, a servicios médicos y psicológicos, entre otros.

En este punto, Ortega hizo hincapié en la falta de voluntad política y posturas
oficiales que pretenden invisibilizar el fenómeno, aunado a la ausencia de
conocimientos sobre DDHH por parte de funcionarios responsables de la atención y
la carencia de procedimientos adecuados a las especificidades del desplazamiento
forzado interno.

“En la mayoría de las ocasiones no hay una respuesta a la emergencia humanitaria
máxime si no existe una presión mediática o de instancias internacionales. En los
casos donde se ha logrado algún tipo de atención humanitaria podríamos decir que
no existen procedimientos homologados y adecuados, ni garantías de qué esta
atención sea permanente”.

El Estado aún se niega a levantar los registros de las personas desplazadas lo que
es una condición básica para que sigan las medidas adecuadas, incluso si logran
retornar, especificó Ortega.

Hasta ahora no existe un tipo penal a nivel federal y en el estado de Chiapas que
castigue el delito de desplazamiento forzado, “lo que sería una medida necesaria
para combatir la impunidad y evitar por ende la repetición”, especificó Ortega.

El número de desaparecidos puede ser mayor 
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En este conversatorio, Jorge Hernández, de Serapaz, dijo que 40 delegaciones
emitieron 43 recomendaciones en el EPU en materia de personas desaparecidas,
principalmente en temas de investigación, judicialización, aplicación del  marco
constitucional y legislativo, y desaparición de mujeres. 

De las 116,482 personas en el Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas
o Desaparecidas (RNPED), hasta octubre de 2024, al menos 1,328 se han reportado
en Chiapas. En la actualidad Tapachula encabeza la lista, le sigue Tuxtla Gutiérrez y
Frontera Comalapa. 

En los municipios mencionados, las propias organizaciones han denunciado un
incremento de la violencia criminal en los últimos tres años, lo que dificulta el acceso
para la documentación y hace proliferar el temor en las familias de víctimas de
denunciar ante las autoridades o buscar a sus familiares públicamente. Por lo que la
cifra real de personas desaparecidas podría ser mayor. 

De acuerdo a la documentación del Frayba, los grupos poblacionales afectados por
esta situación son las mujeres, además de niñas, niños y adolescentes (NNA). Por
ejemplo, Melel Xojobal AC y Redias documentaron de 2020 al 30 de junio de 2024
un total de 2,350 desapariciones sólo de NNA en Chiapas, siendo el 70%
adolescentes mujeres. 
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Cassandra, de 18 años, fue desaparecida por un grupo armado durante la boda de 
su mamá.

Jorge Hernández explicó que también hay particularidades como la desaparición de
personas migrantes y solicitantes de refugio, que se suman a las desapariciones en
el marco de la violencia extrema en regiones la Frontera, Sierra, Costa, Frailesca y
Centro. 

“No siempre se denuncia por temor a las consecuencias de tocar intereses
económicos y políticos detrás de las desapariciones… y al tener un subregistro de
desapariciones, las cifras esconden la dimensión de la problemática y son usadas
por las autoridades para minimizar o negar la situación”, sostuvo Hernández.

En este tenor es necesario, dijo, que la Comisión Estatal de Búsqueda fortalezca los
mecanismos de comunicación y registro. También está pendiente el desarrollo de
todo el andamiaje necesario para la implementación de la Ley General en Materia de
Desaparición Forzada, de la desaparición cometida por particulares y del Sistema
Nacional de Búsqueda de Personas. 

“Se requiere asegurar los suficientes recursos estructurales, operativos y
económicos para su buen funcionamiento”, así también crear el Consejo Estatal
Ciudadano que es fundamental para garantizar la voz de las familias de víctimas en
las estrategias contra las desapariciones del Estado. 

Migración, militarización y violencia

En cuanto a la migración, México recibió 29 recomendaciones del EPU, aceptó 26 y
“tomó nota” sobre tres. Las 26 que son aceptadas tienen que ver con investigación,
sanción de delitos y violaciones graves de derechos humanos cometidas contra
personas migrantes. 

Mientras que las tres restantes son fundamentales para transitar de una política
migratoria que está basada en la securitización de la frontera hacia una política de
integración social y acceso a los derechos de las personas migrantes, dijo Yuridia
Salvador del Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova (Frayma).

Una de ellas fue hecha por Nueva Zelanda para retirar progresivamente a las
Fuerzas Armadas de las actividades policiales públicas y del control de la migración
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mediante una transición dirigida por civiles. Un tema que las organizaciones han
reiterado desde el 2019 cuando la Guardia Nacional se desplegó por el río Suchiate
–que divide a Guatemala de México– y demás municipios fronterizos de Chiapas
para contener los flujos migratorios.  

Personal de la Guardia Nacional impide el paso a migrantes en las oficinas del INM 
en Huixtla, al sur de Chiapas.

Las otras dos recomendaciones son de Brasil y de Kirguistán. Tienen que ver con
revisar la Ley de Migración para que la detención sea el último recurso y una
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excepción, así también eliminar las posiciones que permiten la detención automática
de las personas en situación irregular.

La defensora de los derechos humanos destacó que no sólo en el marco del EPU se
ha hecho énfasis en el tema de las detenciones migratorias como práctica
sistemática, arbitraria y generalizada, también el Grupo de Trabajo sobre la
Detención Arbitraria de la ONU, en el informe del 2023 pone énfasis en el tema.  

“No hay otras vías para la regularización migratoria y las personas están en riesgo
de detenciones reiteradas”, explica la defensora. Es decir, son detenidas más de
una vez y esto se refleja en los números. Por ejemplo el año pasado hubo 440 mil
eventos de detenciones, mientras que de enero a julio de 2024 suman 700 mil
detenciones; 80 mil corresponden a niñas, niños y adolescentes en albergues
del Sistema Nacional DIF (Desarrollo Integral de la Familia).

“En las estaciones migratorias no tienen autonomía de comunicación con el exterior,
información adecuada y suficiente; la posibilidad de tomar decisiones, están
sometidas al control total de la libertad y esto constituye un entorno carcelario de
privación de la libertad”. 

Consideró que para traducir las recomendaciones en una política pública y garantía
de derechos, tienen que ser dotadas de presupuesto a las instituciones, mejorar la
coordinación entre el Instituto Nacional de Migración (INAMI) y demás autoridades
para propiciar una política más respetuosa y de goce efectivo de derecho. 

LEER EL ARTÍCULO ORIGINAL PULSANDO AQUÍ

Fotografía: Avispa. Familias tsotsiles, desplazadas del municipio de Chenalhó, 
protestan en la ciudad de San Cristóbal de las Casas.
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